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 TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 1351/2025-3

PARTE ACTORA: 

**********AUTORIDAD DEMANDADA:

MUNICIPIO DE SANTA MARIA DEL RIO S.L.P.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADO ROLANDO MARTIN ORELLANA ORTIZ
San Luis Potosí, S.L.P., veinte de agosto de dos mil veintiséis. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 1351/2025-3 promovido por la persona moral denominada********** contra actos del Municipio de Santa María del Rio S.L.P.; y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha veinticuatro de abril de dos mil veinticinco, compareció**********la persona moral denominada**********por conducto de su apoderado **********, demandando al Municipio de Santa María del Rio S.L.P,  por la nulidad del siguiente acto:
“…La ilegal Rescisión del CONTRATO DE SERVICIOS número MRS-SERV-IR04-2025, para la elaboración de Informes de Evaluación de Fondos del Ramo 33, suscrito por mi representada y el Municipio de Santa María del Rio, S.L.P. el pasado 20 de octubre de 2025.

III.- Por auto de fecha veintidós de enero de dos mil veintiséis, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
III.- Por proveído de fecha veintisiete de abril de dos mil veintiséis, se tuvo a la autoridad demandada, por contestando la demanda; se ordenó correr traslado a la parte actora con el escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho corresponda; 
IV.- Con fecha dieciocho de junio de dos mil veintiséis, y se fijó fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

V.- Por proveído de fecha diez de julio de dos mil veintiséis, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, haciendo constar la inasistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tuvo por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza; y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar, en etapa de alegatos; se dio cuenta de que solo fueron formulados por la parte actora; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7° fracción IX, 9°, fracción III, 24, 28 fracción I, 33, 35 fracción VIII, y 37, fracción II, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí y 1°, 2°, 161, 174, 175, 176, y 177 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de la interpretación y cumplimiento de un contrato de adquisiciones celebrado por un particular con una dependencia municipal de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.
La personalidad del Apoderado legal para pleitos y Cobranzas de la persona moral actora, se tiene por acreditada conforme al segundo párrafo del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del Instrumento Notarial  otorgado por la sociedad actora, protocolizado ante la fe del Notario Público número 16, con ejercicio en esta Ciudad Capital, documental que obra en fojas de la 12 a la 16 del expediente en que se actúa; asimismo, acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con la copia del acto impugnado, visible en foja 28 de este sumario.
La personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, quedó acreditada con las copias certificadas de sus nombramientos que obran respectivamente en fojas 63 a la 66 de este sumario, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, se hace consistir en la legalidad o ilegalidad del acto impugnado, que la actora hace consistir en: “Resolución de Rescisión del CONTRATO DE SERVICIOS número MRS-SERV-IR04-2025, para la elaboración de Informes de Evaluación de Fondos del Ramo 33, contenida en el Oficio número SM-337-2025 de fecha siete de noviembre de dos mil veinticinco, signado por la Presidenta Municipal, Síndico Municipal, Tesorera Municipal, Contralora Interna, Oficial Mayor y el Secretario General, todos del Ayuntamiento de Santa María del Rio, San Luis Potosí”; visible en fojas 28 de este sumario.
Acto que determina la litis de la presente controversia, que fue exhibidos por el demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 
Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia...”
En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas al producir su respectiva contestación que obra en fojas 42 a la 44 de este sumario, opusieron las causales de improcedencia y sobreseimiento, señalando:

“(…) Se hizo del conocimiento que este municipio, se encontraba imposibilitado para cumplir los términos establecidos en el instrumento legal correspondiente, ya que no se contaban con los recursos necesarios en el presupuesto a ejercer durante el presente ejercicio fiscal por cierre del mismo, por lo tanto, no se tenía el recurso económico requerido, y una vez hecho del conocimiento para la cancelación del mismo en fecha 30 de octubre de 2025, se reafirmó la falta de presupuesto económico por fin de año y se determinó la cancelación total.
Cabe señalar que dichas excepciones y defensas deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, ya que constituyen o son materia del fondo del asunto, pues están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la actora en este juicio.
Sirve de apoyo, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible conforme a lo siguiente: Registro: 187973, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dispone: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.
QUINTO.- La parte actora hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en su escrito de demanda, y son visibles en fojas 6 a la 9 de este sumario, argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Se procede al estudio del concepto de impugnación que hace valer la promovente, y de las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las demandadas que obran en autos de este procedimiento.
Concepto de impugnación que en la parte que interesa refiere:
 “(….) De la lectura del oficio el oficio número SMR-337-2025 de fecha 07 de noviembre del presente año, suscrito por la Lic. Ana Laura Muñoz Hernández, Síndico Municipal; se advierte que el motivo por el que el Municipio de Santa María del Río adopta la decisión de rescindir unilateralmente el contrato que nos ocupa, es una aparente imposibilidad para cumplir los términos establecidos ya que "no se cuentan con los recursos necesarios en el presupuesto a ejercer durante el presente ejercicio fiscal por cierre del mismo, por lo tanto, no se tiene el recurso económico requerido...”

(SIC).

“(….) Como puede apreciarse, el motivo por el que deciden la rescisión unilateral del contrato, no se encuentra prevista dentro de las causales de rescisión, dado que como ha quedado asentado, las únicas causas por las cuales podría rescindirse el instrumento jurídico que nos ocupa, es por causas imputables a EL EVALUADOR y no así, por insuficiencia presupuestal....”

“(….) El último párrafo de la cláusula DECIMO SEGUNDA establece el procedimiento que debe seguir el Municipio de Santa María del Rio, S.L.P. cuando exista una causa justificada de la rescisión y como ha quedado señalado líneas arriba, se encuentran documentadas los únicos supuestos en que se da lugar a una causa justificada, siendo estas el incumplimiento de las obligaciones y condiciones con cargo a mi representada, situación que en ningún momento ocurrieron....”

“(….) La contratación de servicios como es el caso, sin contar previamente con la suficiencia presupuestaria correspondiente, toma especial relevancia, dado que en la DECLARACIÓN D) del Contrato, el Municipio de Santa María manifestó de forma expresa que para el pago de las erogaciones que derivaran del presente Contrato, contaba con los recursos autorizados mediante la IV Acta del Comité de Adquisiciones celebrada el día 05 de octubre de 2025.....”

“(….) Adicional a lo anterior, la contratación de servicios al no contar con la suficiencia presupuestaria constituye un incumplimiento a la obligación establecida en el artículo 13 fracción I de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de abril de 2016, lo que les haría sujetos a Responsabilidad Administrativa diversa por actuar en forma contraria a las obligaciones previstas en el artículo 6º de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado, pudiendo encuadrar en la Falta Grave de DESVÍO DE RECURSOS PÚBLICOS prevista en el artículo 53 del mismo ordenamiento, al haberse comprometido recursos públicos en contraposición a las normas aplicables...”
Del estudio de los conceptos de impugnación citados, se determina que resulta fundado y suficiente para determinar la ilegalidad e invalidez de la Rescisión del CONTRATO DE SERVICIOS número MRS-SERV-IR04-2025, impugnado.
Lo anterior es así, toda vez que de las constancias que obran en el sumario se advierte, que la autoridad demandada en el oficio número SMR-337-2025 de fecha 07 de noviembre del 2025, suscrito por la Lic. Ana Laura Muñoz Hernández, Síndico Municipal, indica que el motivo por el que el Municipio de Santa María del Rio, rescindió el CONTRATO DE SERVICIOS número MRS-SERV-IR04-2025, impugnado lo hizo consistir en que no contaba con presupuesto para hacer el pago establecido en el contrato, lo cual no encuadra dentro de algunas de las causales e rescisión establecidas dentro del mismo contrato de referencia, específicamente dentro de las cláusulas de rescisión, ya que dentro de estas, se refieren específicamente por causas imputables a la parte señalada como el evaluador y no a lo señalado por la parte contratante referente a la insuficiencia presupuestal del propio Ayuntamiento.
Así mismo se señala que dentro de la cláusula Decimo Segunda se precisa el procedimiento que se deberá seguir cuando exista un causa justificada para la rescisión del CONTRATO DE SERVICIOS número MRS-SERV-IR04-2025, tal y como ha sido señalado en el párrafo anterior, los únicos supuestos que existen para una rescisión por causa justificada, se refiere al incumplimiento de las obligaciones y condiciones de la parte del evaluador, mismas que no se dieron, circunstancia que se encuentra visible en fojas 17 a la 20 de este sumario, tal y como lo señala en el contrato de referencia en la Cláusula Decimo Segunda que dice:
“(…) DÉCIMA SEGUNDA- RESCISIÓN DEL CONTRATO. - "EL H. AYUNTAMIENTO" PODRÁ EN CUALQUIER MOMENTO RESCINDIR ESTE CONTRATO, EN CASO DE INCUMPLIMIENTO; DE CUALQUIERA OBLIGACIONES A CARGO DEL EVALUADOR, ACORDANDO LAS PARTES QUE CUANDO EL “AYUNTAMIENTO" DETERMINE LA RESCISIÓN, ESTA OPERARÁ DE PLENO DERECHO Y SIN DECLARACIÓN JUDICIAL, BASTANDO QUE SE CUMPLA EL PROCEDIMIENTO QUE SE ESTABLECE EN ESTA CLÁUSULA Y  LO SEÑALADO EN LOS ARTÍCULOS 58 Y 59 DE LA LEY DE ADQUISICIONES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. LAS CAUSAS QUE A CRITERIO DEL "H. AYUNTAMIENTO" PUEDEN DAR LUGAR A LA RESCISIÓN ADMINISTRATIVA DEL PRESENTE CONTRATO SON:
“(…) A) SI "EL EVALUADOR" NO REALIZA LA ENTREGA DE LOS INFORMES CONTRATADOS EN LA FECHA PACTADA.
“(…) B) SI NO REPONE EN UN PLAZO MÁXIMO DE CINCO DÍAS NATURALES A PARTIR DE QUE SE HAGA DE SU CONOCIMIENTO QUE EL INFORME FUE RECHAZADO POR EL "H. AYUNTAMIENTO" POR NO CUMPLIR CON  LAS NORMAS DE CALIDAD O CARACTERÍSTICAS ESTABLECIDAS EN ESTE CONTRATO Y SUS ANEXOS.

“(…) C) SI "EL EVALUADOR" ES DECLARADO EN QUIEBRA O EN SUSPENSIÓN DE PAGOS

“(…) D) EN GENERAL, POR INCUMPLIMIENTO POR PARTE DE "EL EVALUADOR" A LAS DISPOSICIONES LEGALES APLICABLES EN MATERIA DE CONTRATACIÓN DE SERVICIOS Y A LAS DEL PRESENTE CONTRATO -
Derivado de lo anterior, se desprende que ninguna de las causales que se señalan en el párrafo transcrito se encuadra en lo señalado como causa de rescisión por la contratante dentro de la Resolución de Rescisión del CONTRATO DE SERVICIOS número MRS-SERV-IR04-2025, para la elaboración de Informes de Evaluación de Fondos del Ramo 33, contenida en el Oficio número SM-337-2025 de fecha siete de noviembre de dos mil veinticinco, signado por la Presidenta Municipal, Síndico Municipal, Tesorera Municipal, Contralora Interna, Oficial Mayor y el Secretario General, todos del Ayuntamiento de Santa María del Rio, San Luis Potosí, visible en foja 28 de este sumario.
La documental anteriormente referida, adquiere valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documento público expedido por servidor y fedatario público, en el desempeño de sus respectivas funciones.
En ese tenor, son fundados los conceptos de impugnación hechos valer por la parte actora.

Lo que se traduce que existe violación en perjuicio del actor de los requisitos del artículo 16 Constitucional y se incumple con los elementos y forma para la exigencia del acto establecidos  en  los numerales 58 y 59 de la Ley de Adquisiciones del Estado de San Luis Potosí mismo que se transcriben:
“(…) ARTICULO 58.- Las instituciones podrán rescindir o dar por terminados anticipadamente los contratos, en caso de incumplimiento de cualquiera de las obligaciones a cargo del proveedor o licitante.” 

(…) ARTICULO 59.- En el caso de rescisión del contrato por incumplimiento del proveedor, se harán efectivas las garantías o fianzas otorgadas y en su caso, se exigirá además el reintegro de anticipos o pagos que se hayan hecho, sin perjuicio de ejercerse las demás acciones que procedan.” (…)……
Por lo que resulta ilegal lo que la autoridad demandada haya  rescindido el contrato de referencia en estos términos, porque los mismos no se encuentran contenidos en el CONTRATO DE SERVICIOS número MRS-SERV-IR04-2025, para la elaboración de Informes de Evaluación de Fondos del Ramo 33, contenida en el Oficio número SM-337-2025 de fecha siete de noviembre de dos mil veinticinco, signado por la Presidenta Municipal, Síndico Municipal, Tesorera Municipal, Contralora Interna, Oficial Mayor y el Secretario General, todos del Ayuntamiento de Santa María del Rio, San Luis Potosí, Visible en fojas 28 de este sumario, por lo que el acto que se combate es ilegal.
En efecto, la causal que invoca la autoridad demandada en el Oficio número SM-337-2025, de fecha siete de noviembre de dos mil veinticinco, no se encuentra prevista como causa de rescisión dentro del CONTRATO DE SERVICIOS número MRS-SERV-IR04-2025, para la elaboración de Informes de Evaluación de Fondos del Ramo 33, ni tampoco se encuentra señalada dentro de las causas de rescisión contenidas en los numerales 58 y 59 de la Ley de Adquisiciones del Estado de San Luis Potosí.
Aunado a lo anterior, en el clausulado del contrato materia de este juicio se establece que los recursos para la contratación de los servicios materia del mismo serán financiados con recursos propios, y en la resolución de Rescisión del Contrato que se impugna, se invoca como causa de rescisión que el Municipio se encuentra imposibilitado para cumplir con los términos establecidos en el instrumento legal correspondiente, sin embargo, en la resolución impugnada no señala, ni durante la secuela del procedimiento acredita, la insolvencia o falta del financiamiento de recursos que en el contrato se establecieron para el pago de las erogaciones por los servicios contratado, que invoca como causal, lo cual conlleva a declarar la NULIDAD LISA Y LLANA del acto combatido. 
Resultando innecesario el estudio de los restantes argumentos contenidos en el único concepto de impugnación, en acatamiento a la Tesis de Jurisprudencia, Época: Novena Época, Registro: 172578, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Materia(s): Común, Tesis: IV.2o.C. J/9, Página: 1743, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO. Si el tribunal responsable, para sustentar el sentido de la resolución reclamada, expresó diversas consideraciones, las cuales resultan autónomas o independientes entre sí y suficientes cada una de ellas para regir su sentido, la ineficacia de los conceptos de violación tocantes a evidenciar la ilegalidad de alguna de tales consideraciones, hace innecesario el estudio de los restantes, pues su examen en nada variaría el sentido de la resolución reclamada, ya que basta que quede firme alguna para que dicha consideración sustente por sí sola el sentido del fallo. 

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar y decreta, la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en: la Ilegal Rescisión del CONTRATO DE SERVICIOS número MRS-SERV-IR04-2025, para la elaboración de Informes de Evaluación de Fondos del Ramo 33, contenida en el Oficio número SM-337-2025 de fecha siete de noviembre de dos mil veinticinco, signado por la Presidenta Municipal, Síndico Municipal, Tesorera Municipal, Contralora Interna, Oficial Mayor y el Secretario General, todos del Ayuntamiento de Santa María del Rio, San Luis Potosí, así como los actos que se generaron como consecuencia de este; decretándose por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA de los mismos, dejándolos sin efecto legal alguno; de acuerdo a los razonamientos del Considerando Sexto de esta sentencia.
Con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada o bien a la autoridad que deba cumplirla, que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA de los mismos, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas. 
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 

	Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.


